	

i) La CIDH constata la continuidad de la problemática de la servidumbre por deuda y trabajo forzoso en el Chaco boliviano, así como el agravamiento de la situación del pueblo guaraní en esta región. 

Bol - La visita de la Comisión Interamericana de DDHH confirma la situación de indefensión e impunidad de las comunidades guaraníes en el Chaco boliviano. (CIDH) Radio Nizkor, 29jun08.

La Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) realizó una visita a Bolivia del 9 al 13 de junio a fin de recabar información sobre la situación de un alto número de familias del pueblo indígena guaraní conocidas como comunidades cautivas, que continúan padeciendo una situación de servidumbre análoga a la esclavitud en la zona del Chaco Boliviano, Departamentos de Santa Cruz, Chuquisaca y Tarija. 

Durante la visita, la Comisión recabó información y testimonios que constatan la continuidad de la problemática de la servidumbre por deuda y trabajo forzoso en el Chaco boliviano, así como el agravamiento de la situación del pueblo guaraní en esta región desde la última visita de la CIDH en noviembre de 2006. La delegación observa que la situación de servidumbre y trabajo forzoso en la que viven las familias del pueblo guaraní es una manifestación extrema de la discriminación que históricamente han sufrido y continúan sufriendo los pueblos indígenas y comunidades campesinas en Bolivia... 

La CIDH también observó que las familias guaraníes en situación de servidumbre o trabajo forzado viven en la extrema pobreza y son sometidos a castigos como "huasqueadas" (latigazos), quema de sus cultivos y muerte de sus animales. Adicionalmente, en el Alto Parapetí la Comisión verificó la existencia de trabajo infantil, prohibido por leyes nacionales y tratados internacionales ratificados por el Estado boliviano. Todo esto ocurre en un marco de impunidad debido a la ausencia casi total del Estado nacional en la región del Chaco y el inefectivo actuar de la Fiscalía. Esta impunidad fomenta la repetición de prácticas incompatibles con los derechos humanos. 

En este sentido, la CIDH insta al Estado a aumentar su presencia institucional en el Chaco boliviano a fin de garantizar el acceso al ejercicio de los derechos fundamentales de estas comunidades. El Estado debe diseñar estas políticas en consulta con los pueblos indígenas, asegurando que sean compatibles con su cosmovisión e identidad cultural. 

En la reunión sostenida con el Ministerio Público, la Comisión recibió información con respecto a los obstáculos encontrados en el marco de las investigaciones sobre el delito de servidumbre y otros delitos conexos a este, tales como lesiones, maltratos y privaciones ilegítimas de la libertad de las comunidades afectadas.... La Comisión destaca la insuficiencia de la respuesta del Ministerio Público y del Poder Judicial ante la necesidad de investigar y sancionar a los responsables de estos delitos. La Comisión considera que existe suficiente información documentada, así como elementos de prueba aportados por organismos nacionales e internacionales que permitirían avanzar en la investigación... 
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ii) La CIDH confirma que existen comunidades cautivas que padecen una situación similar a la esclavitud. 

English version below 

La Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) realizó una visita a Bolivia del 9 al 13 de junio a fin de recabar información sobre la situación de un alto número de familias del pueblo indígena guaraní conocidas como comunidades cautivas, que continúan padeciendo una situación de servidumbre análoga a la esclavitud en la zona del Chaco Boliviano, Departamentos de Santa Cruz, Chuquisaca y Tarija. La delegación de la CIDH estuvo encabezada por la Comisionada Luz Patricia Mejía en su calidad de Relatora para Bolivia y por el Comisionado Víctor Abramovich en su calidad de Relator sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas. 

Durante la visita, la Comisión recabó información y testimonios que constatan la continuidad de la problemática de la servidumbre por deuda y trabajo forzoso en el Chaco boliviano, así como el agravamiento de la situación del pueblo guaraní en esta región desde la última visita de la CIDH en noviembre de 2006. La delegación observa que la situación de servidumbre y trabajo forzoso en la que viven las familias del pueblo guaraní es una manifestación extrema de la discriminación que históricamente han sufrido y continúan sufriendo los pueblos indígenas y comunidades campesinas en Bolivia. 

Esta visita surgió como resultado del Acta de Compromiso firmada el 11 de marzo del corriente año en la sede de la CIDH durante el 131 Período de Sesiones entre el Gobierno de Bolivia, el Consejo de la Capitanía Guaraní de Chuquisaca y organizaciones de la sociedad civil. En dicho acuerdo, el Estado se comprometió a adoptar las medidas de protección necesarias para asegurar la integridad de todas las familias guaraníes, sus dirigentes y asesores. Asimismo, se comprometió a informar a la Comisión sobre las medidas adoptadas y los avances logrados dentro del proceso de reconstitución territorial del pueblo guaraní. A fin de tomar conocimiento sobre el cumplimiento de este acuerdo, esta delegación de la CIDH se trasladó a La Paz, Sucre, Camiri y Santa Cruz. 

La Comisión reconoce los esfuerzos desplegados por el Estado para atender esta problemática y constató que el Estado boliviano ha intentado llevar a cabo el saneamiento de tierras en cumplimiento de las leyes 1715 de 1996 y 3545 de 2006, ambas referidas a un proceso de reforma agraria. Sin embargo, la aplicación de estas leyes enfrenta obstáculos por parte de diversos sectores políticos y económicos que se resisten a la implementación de la ley en la región afectada. Esto ha generado incluso hechos de violencia que resultaron en personas gravemente heridas y episodios de secuestros y torturas. La CIDH condena las violaciones graves a los derechos humanos que se cometen contra los miembros del pueblo guaraní y la obstaculización de la implementación de las políticas públicas por parte de particulares. Estos hechos deben ser investigados y sus responsables sancionados. 

La Comisión reitera la obligación del Estado de implementar la normativa vigente en materia de reforma agraria. En este aspecto, la CIDH insta al Estado a garantizar la implementación efectiva de estas leyes, teniendo en cuenta la particular relación de los pueblos indígenas con la tierra y en consecuencia, en el proceso de titulación, dé prioridad al reconocimiento de sus tierras y territorios ancestrales. 

La Comisión ha recibido información de la sociedad civil acerca de algunas haciendas donde las relaciones servidumbrales habrían cesado. Asimismo, la CIDH recibió testimonio de familias guaraníes que, como consecuencia de sus reivindicaciones territoriales, han sido expulsadas de las haciendas en las que laboraban sin compensación por el trabajo realizado, y que no cuentan con los mínimos recursos de subsistencia. Algunas de estas familias fueron desplazadas a otras comunidades que no tienen suficiente tierra para sustentar a la cantidad de personas que allí viven. 

Otras comunidades permanecen cautivas en porciones de tierra ubicadas dentro de las haciendas, aún cuando han entrado en una situación de conflicto con sus anteriores patrones y ya no les están prestando servicios de manera regular. Aunque se encuentran en sus territorios ancestrales, se trata de tierras identificadas como propiedad privada de terceros, lo cual coloca a los miembros de estas comunidades en una situación de gran vulnerabilidad, ya que carecen de libertad de movimiento, sufren amenazas y agresiones como consecuencia del ejercicio de su libertad de asociación y no pueden usar sus tradicionales medios de producción debido a la falta de reconocimiento de la titularidad de las tierras. 

La existencia de estas diversas modalidades y circunstancias debe ser verificada fehacientemente en el terreno por las autoridades competentes del Estado. 

La CIDH se trasladó a la comunidad de Itacuatía, ubicada en la zona del Alto Parapetí, provincia de Cordillera, departamento de Santa Cruz. El pueblo está a 4 horas de camino desde la ciudad de Camiri, por caminos públicos que atraviesan propiedades privadas, cerrados con tranqueras, en algunos casos con candados. Para acceder al lugar, la Comisión debió negociar la apertura de un candado con uno de los hacendados. Algunos miembros de la comunidad de Itacuatía manifestaron a la Comisión que por impulsar la reivindicación de sus derechos, se les niega trabajo en las haciendas aledañas y son perseguidos de diferentes maneras. También relataron a la CIDH que han recibido amenazas y agresiones. La Comisión recibió además información sobre severas restricciones al derecho a la libertad de asociación del pueblo guaraní. Esto incluye persecución y hostigamiento contra los dirigentes y serias dificultades en el acceso al territorio que obstaculiza su contacto con las comunidades. 

La Comisión manifiesta su preocupación por la vida y la integridad de estas personas y por las represalias que pudieran sufrir como consecuencia de su actividad y por haber dado testimonio a la CIDH. En este sentido, la Comisión urge al Estado a tomar medidas efectivas de protección para todos los miembros y dirigentes del pueblo guaraní. Asimismo, a fin de garantizar su derecho de asociación, la CIDH insta a las autoridades nacionales, departamentales y locales a tomar medidas en el ámbito de sus competencias para asegurar la libre circulación en los caminos públicos. 

La CIDH también observó que las familias guaraníes en situación de servidumbre o trabajo forzado viven en la extrema pobreza y son sometidos a castigos como "huasqueadas" (latigazos), quema de sus cultivos y muerte de sus animales. Adicionalmente, en el Alto Parapetí la Comisión verificó la existencia de trabajo infantil, prohibido por leyes nacionales y tratados internacionales ratificados por el Estado boliviano. Todo esto ocurre en un marco de impunidad debido a la ausencia casi total del Estado nacional en la región del Chaco y el inefectivo actuar de la Fiscalía. Esta impunidad fomenta la repetición de prácticas incompatibles con los derechos humanos. 

En este sentido, la CIDH insta al Estado a aumentar su presencia institucional en el Chaco boliviano a fin de garantizar el acceso al ejercicio de los derechos fundamentales de estas comunidades. El Estado debe diseñar estas políticas en consulta con los pueblos indígenas, asegurando que sean compatibles con su cosmovisión e identidad cultural. 

En la reunión sostenida con el Ministerio Público, la Comisión recibió información con respecto a los obstáculos encontrados en el marco de las investigaciones sobre el delito de servidumbre y otros delitos conexos a este, tales como lesiones, maltratos y privaciones ilegítimas de la libertad de las comunidades afectadas. Entre los obstáculos señalados se incluye: la dificultad para el ingreso independiente a la zona, la escasa colaboración de la policía, la inexistencia de mecanismos de protección de víctimas y testigos y la débil coordinación con los Ministerios nacionales competentes, así como la falta de colaboración de víctimas directas de este delito. Frente a estos planeamientos las comunidades afectadas manifestaron a la Comisión su desconfianza en la actuación del Ministerio Público. 

La Comisión destaca la insuficiencia de la respuesta del Ministerio Público y del Poder Judicial ante la necesidad de investigar y sancionar a los responsables de estos delitos. La Comisión considera que existe suficiente información documentada, así como elementos de prueba aportados por organismos nacionales e internacionales que permitirían avanzar en la investigación. Al mismo tiempo reitera que es deber del Estado contar con mecanismos idóneos y efectivos que permitan sortear algunos de los obstáculos mencionados. La Comisión espera que haya prontos avances en la investigación y que ello posibilite la recuperación de la confianza necesaria para una mayor participación de las víctimas en el proceso. 

La Comisión ha observado que otro problema institucional relevante vinculado con la administración de justicia en Bolivia es la falta de integración del Tribunal Constitucional. Este tribunal cumple un rol fundamental como garante de la aplicación de la Constitución boliviana y el Estado de derecho, y entiende en diversas controversias constitucionales vinculadas con la normativa sobre propiedad de la tierra. La CIDH manifiesta su profunda preocupación por esta situación irregular e insta al Congreso Nacional a darle solución a la mayor brevedad. 

La Comisión deplora la existencia en Bolivia de situaciones de servidumbre por deuda análoga a la esclavitud y trabajo forzoso, práctica absolutamente prohibida por la Convención Americana sobre Derechos Humanos y otros instrumentos internacionales de los cuales Bolivia es parte. La Convención Suplementaria sobre la Abolición de la Esclavitud, la Trata de Esclavos y las Instituciones y Prácticas Análogas a la Esclavitud, de Naciones Unidas, define como prácticas análogas a la esclavitud "la servidumbre por deudas" y "la servidumbre de la gleba, o sea, la condición de la persona que está obligada por la ley, por la costumbre o por un acuerdo a vivir y a trabajar sobre una tierra que pertenece a otra persona y a prestar a ésta, mediante remuneración o gratuitamente, determinados servicios, sin libertad para cambiar su condición". 

Asimismo, la CIDH manifiesta su preocupación por la falta de políticas integrales del Estado para atender esta problemática. La CIDH reitera que el Estado de Bolivia tiene la obligación internacional de erradicar la servidumbre y el trabajo forzoso de todo su territorio, y que debe tomar de manera inmediata todas las medidas que sean necesarias para cumplir con esta obligación. Igualmente, el Estado debe adoptar las medidas necesarias para enfrentar y resolver los obstáculos legales, institucionales, políticos y de cualquier otra índole que están obstaculizado la ejecución del programa del Gobierno para erradicar la servidumbre y el trabajo forzoso en todo su territorio. Adicionalmente, el Estado debe adoptar todas las medidas que sean necesarias para erradicar la discriminación contra los pueblos indígenas, generando una cultura de respeto a la rica diversidad cultural existente en Bolivia. 

Por último, la Comisión relevó información sobre los hechos de violencia ocurridos en Sucre en noviembre de 2007 y en mayo de 2008, sobre los cuales hizo y seguirá haciendo seguimiento. 

La delegación visitó los Departamentos de La Paz, Santa Cruz y Chuquisaca, donde llevó adelante una intensa agenda de reuniones y actividades de verificación en el terreno. La CIDH mantuvo reuniones con los Ministros de Relaciones Exteriores y Culto; de Gobierno; y de Desarrollo Rural, Agropecuario y Medio Ambiente; los Vice-Ministros de Tierras; de Trabajo; y de Coordinación de los Movimientos Sociales; el Director de Tierras; la coordinadora de Pueblos Indígenas y Empoderamiento del Ministerio de Justicia; el Presidente de la Cámara de Diputados; el Defensor del Pueblo; la Fiscalía General de la Nación; el Tribunal Agrario Nacional; la Alcaldesa de Sucre y el Comité Cívico Interinstitucional de Sucre; el Alcalde de Camiri y la Federación de Ganaderos de Camiri; la Prefectura de Santa Cruz; la representante presidencial en Santa Cruz; organismos internacionales tales como la Oficina del Alto Comisionado de Naciones Unidas para los Derechos Humanos y UNICEF; la Pastoral Social Cáritas; organizaciones de la sociedad civil; Asamblea del Pueblo Guaraní (APG), el Consejo de Capitanías Guaraníes de Chuquisaca, y miembros de otras organizaciones indígenas, así como otras organizaciones no gubernamentales. 

La CIDH desea expresar su agradecimiento al Gobierno de Bolivia por su hospitalidad y por su cooperación en la planificación y ejecución de la agenda de actividades. También desea agradecer y reconocer al Gobierno de Dinamarca por su contribución financiera, que hizo posible esta visita. Asimismo, la CIDH desea manifestar su agradecimiento a las organizaciones y asociaciones de pueblos indígenas, y especialmente a las personas que brindaron valiosos testimonios. La Comisión agradece además a las organizaciones no gubernamentales y las agencias internacionales por la información y la colaboración proporcionadas. 

En el marco de la colaboración existente con el Gobierno y con el objetivo de contribuir en la búsqueda de una mayor y mejor protección de los derechos humanos en Bolivia, la CIDH, sobre la base de las funciones y atribuciones que le otorga el artículo 41 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, plasmará sus observaciones, conclusiones y recomendaciones finales en un informe sobre la situación de las comunidades cautivas del pueblo guaraní en Bolivia, el cual será puesto a consideración del Estado boliviano y hecho público próximamente. 

La CIDH es un órgano principal y autónomo de la Organización de los Estados Americanos (OEA), cuyo mandato surge de la Carta de la OEA y de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, y que actúa en representación de todos los países miembros de la OEA. Está integrada por siete miembros independientes que se desempeñan en forma personal, que no representan a ningún país en particular y que son elegidos por la Asamblea General. 

[Fuente: Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Comunicado de Prensa No. 26/08, La Paz, 13jun08] 



iii) The Inter-American Commission on Human Rights (IACHR) confirms that a large number of indigenous Guaraní families live in captivity and in a state of bondage analogous to slavery. 

The Inter-American Commission on Human Rights (IACHR) conducted a visit to Bolivia from June 9-13, to gather information on the situation faced by a large number of indigenous Guaraní families known as captive communities, who continue to live in a state of bondage analogous to slavery in Bolivia’s Chaco region, in the departments of Santa Cruz, Chuquisaca, and Tarija. The IACHR delegation was led by Commissioner Luz Patricia Mejía, in her capacity as Rapporteur for Bolivia, and by Commissioner Víctor Abramovich, as Rapporteur on the Rights of Indigenous Peoples. 

During the visit, the Commission obtained information and testimony verifying that the problem of debt bondage and forced labor has continued in the Bolivian Chaco, and the situation of the Guaraní people in this region has worsened since the Commission’s last visit in November 2006. The delegation notes that the situation of bondage and forced labor in which the families of the Guaraní people live is an extreme manifestation of the discrimination that Bolivia’s indigenous peoples and campesino communities have suffered historically and continue to suffer. 

This visit came about as the result of a Memorandum of Commitment signed on March 11 of this year at IACHR headquarters, during the Commission’s 131st period of sessions, by the government of Bolivia, the Council of Gauraní Captains of Chuquisaca, and civil society organizations. In that agreement, the State made a commitment to adopt the protection measures needed to safeguard the personal integrity of all the Guaraní families, their leaders, and advisors. It also agreed to inform the Commission as to measures adopted and progress made in the process of restoring territories to the Guaraní people. In order to ascertain how this agreement is being carried out, this IACHR delegation traveled to La Paz, Sucre, Camiri, and Santa Cruz. 

The Commission recognizes the efforts being carried out by the State to address this problem, and verified that the Bolivian State has attempted to carry out the regularization of lands in compliance with Law 1715, adopted in 1996, and Law 3545, adopted in 2006, both of which are related to a process of agrarian reform. However, the enforcement of these laws faces obstacles on the part of various political and economic sectors that resist the implementation of the law in the affected region. This has even generated acts of violence that resulted in persons being seriously injured, as well as cases of kidnappings and torture. The IACHR condemns these grave violations of human rights that have been committed against members of the Guaraní people and the obstruction by individuals of the implementation of public policies. These acts must be investigated and those responsible punished. 

The Commission reiterates the State’s obligation to implement the existing laws related to agrarian reform. In this regard, the IACHR urges the State to guarantee the effective implementation of these laws, bearing in mind the particular relationship of indigenous peoples with the land, and thus to give priority to recognizing their ancestral lands and territories in the process of land titling. 

The Commission has received information from civil society about some large estates or haciendas in which the relationship of involuntary servitude appears to have come to an end. The IACHR also received testimony from Guaraní families who, as a result of their territorial vindication, have been expelled from the haciendas in which they labored without compensation for the work they had done, and who do not have even the minimal resources necessary for subsistence. Some of these families were displaced to other communities that do not have enough land to sustain the number of people who live there. 

Other communities remain captive on portions of land located within the estates, even in cases in which they have entered into a state of conflict with their former bosses and are no longer providing them with services on a regular basis. Although they are living on their ancestral territories, these are lands identified as the private property of third parties, which places the members of these communities in an extremely vulnerable situation, since they lack freedom of movement, suffer from threats and acts of aggression as a result of exercising their right to association, and are unable to employ their traditional means of production due to the lack of recognition of land titles. 

The existence of these various mechanisms and circumstances should be verified and attested to on the ground by the appropriate State authorities. 

The IACHR traveled to the community of Itacuatía, located in the Alto Parapetí region, in the province of Cordillera, department of Santa Cruz. The community is four hours away from the city of Camiri, via public roadways crossing private property that has been gated and in some cases locked. To access the area, the Commission had to negotiate with one of the estate owners for a lock to be opened. Some members of the community of Itacuatía told the Commission that because of their efforts to vindicate their rights, they are denied work in neighboring haciendas and are persecuted in different ways. They also told the IACHR that they had been subject to threats and aggressions. The Commission also received information about severe restrictions to the Guaraní people’s right to freedom of association. This includes persecution and harassment of their leaders, as well as serious difficulties related to access to the territory, which hinders their contact with the communities. 

The Commission expresses its concern for the lives and personal integrity of these individuals and for the reprisals they could suffer as a result of their activity and for having given testimony to the IACHR. In this regard, the Commission urges the State to take effective protection measures for all members and leaders of the Guaraní people. In addition, with a view to guaranteeing their right to association, the IACHR urges national, departmental, and local authorities to take measures within their jurisdictions to ensure free circulation on public roadways. 

The IACHR also observed that the Guaraní families in a state of bondage or forced labor live in extreme poverty and are subject to punishments such as being lashed with whips or having their crops burned and their animals killed. In addition, in Alto Parapetí the Commission verified the existence of child labor, which is prohibited by national laws and international treaties ratified by the Bolivian State. All of this occurs in a framework of impunity, due to the almost total absence of the national State in the Chaco region and the ineffectiveness of the Office of the Public Prosecutor. This impunity fosters the recurrence of practices that are incompatible with human rights. 

In this regard, the IACHR urges the State to increase its institutional presence in the Bolivian Chaco in order to guarantee access to the exercise of these communities’ fundamental rights. The State should design these policies in consultation with the indigenous peoples, ensuring that the policies are compatible with their worldview and cultural identity. 

During a meeting held with the Public Ministry, the Commission received information about the obstacles encountered in the course of investigations into the crime of involuntary servitude and other related crimes, such as injuries, mistreatment, and illegitimate restrictions to freedom of the affected communities. The obstacles noted include: the difficulty of independent access to the area; the limited cooperation of the police; the lack of protection measures for victims and witnesses; and the weak coordination of the respective national ministries, as well as the lack of cooperation of direct victims of this crime. In light of these issues, the affected communities expressed to the Commission their lack of confidence in the Public Ministry’s actions. 

The Commission emphasizes that the response by the Public Ministry and the judicial branch has been insufficient in terms of the need to investigate and punish those responsible for these crimes. The Commission believes that there is sufficient documented information, as well as evidence provided by national and international organizations, that would allow an investigation to move forward. At the same time, it reiterates that it is the State’s duty to have suitable and effective mechanisms in place that would allow it to combat some of the aforementioned obstacles. The Commission trusts that there will soon be progress in the investigation and that this will allow the restoration of the confidence needed for a greater participation of victims in the process. 

The Commission has noted that another relevant institutional problem having to do with the administration of justice in Bolivia is the lack of integration of the Constitutional Tribunal. This court carries out an essential role in guaranteeing the application of the Bolivian constitution and the rule of law, and has jurisdiction in various constitutional disputes related to laws on land ownership. The IACHR expresses its deep concern about this irregular situation and urges the National Congress to resolve this as soon as possible. 

The Commission deplores the existence in Bolivia of situations of slave-like debt bondage and forced labor, a practice that is absolutely prohibited by the American Convention on Human Rights and other international instruments to which Bolivia is party. The United Nations Supplementary Convention on the Abolition of Slavery, the Slave Trade, and Institutions and Practices Similar to Slavery defines as practices analogous to slavery "debt bondage" as well as "serfdom, that is to say, the condition or status of a tenant who is by law, custom or agreement bound to live and labour on land belonging to another person and to render some determinate service to such other person, whether for reward or not, and is not free to change his status." 

The IACHR also expresses its concern over the lack of integral State policies to address this problem. The Commission reiterates that the State of Bolivia has the international obligation to eradicate bondage and forced labor in all of its territory and should immediately take all necessary measures to comply with this obligation. Similarly, the State should adopt the measures needed to confront and resolve the legal, institutional, political, and other obstacles that are hindering the execution of the government’s program to eradicate bondage and forced labor throughout its territory. The State should also adopt all measures needed to eliminate discrimination against indigenous peoples, generating a culture of respect toward Bolivia’s rich cultural diversity. 

Finally, the Commission gathered information on the acts of violence that took place in Sucre in November 2007 and in May 2008, on which it will continue to follow up. 

The delegation visited the departments of La Paz, Santa Cruz, and Chuquisaca, where it carried out an intensive agenda of meetings and verification activities on the ground. The IACHR held meetings with the Minister of Foreign Affairs and Worship, the Interior Minister, and the Minister of Rural Development, Agriculture and the Environment; the Deputy Ministers of Lands, of Labor, and of Coordination of Social Movements; the Director of Lands; the Coordinator of Indigenous Peoples and Empowerment, in the Ministry of Justice; the President of the Chamber of Deputies; the People’s Defender; the Public Prosecutor of the Nation; the National Agrarian Tribunal; the Mayor of Sucre and the Inter-institutional Civic Committee of Sucre; the Mayor of Camiri and the Ranchers Federation of Camiri; the Prefecture of Santa Cruz; the presidential representative of Santa Cruz; international organizations such as the Office of the United Nations High Commissioner for Human Rights, and UNICEF; the social pastoral organization Cáritas; civil society organizations; the Guaraní People’s Assembly; the Council of Gauraní Captains of Chuquisaca; and members of other indigenous organizations as well as other nongovernmental organizations. 

The IACHR would like to express its thanks to the government of Bolivia for its hospitality and for its cooperation in planning and carrying out the agenda of activities. It also would like to thank and recognize the government of Denmark for its financial contribution which made this visit possible. The Commission would also like to express its appreciation to the indigenous organizations and associations, and particularly to those individuals who provided valuable testimony. The Commission also thanks the nongovernmental organizations and international agencies for the information and cooperation they provided. 

In the context of the existing collaboration with the government and with a view to contributing to the search for greater and stronger human rights protections in Bolivia, the IACHR—based on the functions and authority it has been granted under Article 41 of the American Convention on Human Rights—will lay out its final observations, conclusions, and recommendations in a report on the situation of the captive communities of the Guaraní people in Bolivia. This will be put to the consideration of the State of Bolivia and made public in the near future. 

A principal and autonomous body of the Organization of American States (OAS), the Inter-American Commission derives its mandate from the OAS Charter and the American Convention on Human Rights and acts in representation of all the OAS member countries. It is made up of seven independent members who act in their personal capacity, do not represent any particular country, and are elected by the OAS General Assembly. 

[Fuente: The Inter-American Commission on Human Rights, Press Release No. 26/08, La Paz, Bol, 13Jun08]


